
ddm14 ddm 15

reportaje

una valoración del médico consul-
tor y la evaluación de un equipo de 
la Comisión de Garantía y Evalua-
ción (CGE), que debe dar la auto-
rización final. La norma establece 
plazos máximos para cada paso y 

Antonio Buenavida, activista 
sevillano de 66 años, tenía 
un cáncer terminal. Cuando 

el deterioro de su salud se volvió 
inaceptable, en mayo de 2022, quiso 
pedir la eutanasia. Hacía unos meses 
que podía solicitarla, en teoría; en la 
práctica no fue así. Cincuenta días 
después su sufrimiento era inmen-
so, su muerte inminente y aún no 
habían autorizado su petición. Un 
equipo de paliativos había queda-
do en ir a su casa, el 12 de julio, a 
sedarlo. Unas horas antes de la cita 
mandó a su hermano y un amigo a 
hacer recados y, cuando estaba solo, 
se suicidó. Fue su última protesta, 
esta vez contra una tramitación in-
aceptablemente larga. 

La Ley Orgánica de Regulación 
de la Eutanasia (LORE) establece 
cómo tiene que tramitarse una eu-
tanasia para que sea legal. Es decir, 
para que nadie vaya a la cárcel por 
ayudar a morir a una persona que 
lo ha pedido. Hacen falta dos peti-
ciones al médico responsable –se-
paradas por dos semanas– seguidas 
de sendos procesos deliberativos, 

sobre eutanasia en Navarra y ac-
tivista de DMD. «Como personal 
sanitario, tenemos que recordar 
que se pueden abreviar». Pone de 
ejemplo el caso de una mujer de 
su comunidad que logró recibir 
ayuda para morir en 32 días, pese a 
algunos problemas iniciales y cier-
tos tira y afloja con sus oncólogas. 
Por comparar, el promedio durante 
el primer año de la LORE fueron 
54 días. Su pareja describió su final 
como «dulce y tranquilo». 

«Murió consciente, dueña ple-
na de su vida y su muerte; tuvimos 
tiempo para cuidarla, reconocer la 
vida feliz compartida y despedir-
nos», recuerda su pareja. «Yo hu-
biera deseado tenerla más tiempo 
a mi lado, pero por encima de todo 
estaba su decisión de poner fin a 
una vida feliz que no tenía sentido 

estima que todo debe resolverse en 
algo menos de 40 días.

La realidad es que estos plazos 
se incumplen a menudo e, inclu-
so cuando se respetan, no cuentan 
toda la historia. Buenavida necesitó 
diez días y varias quejas para encon-
trar un médico que aceptase llevar 
su caso. Ni su médica de familia ni 
el equipo de paliativos lo hicieron, 
aunque su obligación era firmar la 
petición, informarle de su condi-
ción de objetores y remitirla a una 
instancia superior que buscase otro 
profesional lo antes posible.

Buenavida necesitó 
diez días y varias 

quejas para encontrar 
un médico que aceptase 

llevar su caso

En la tramitación de una eutanasia 
se esconde una paradoja: para al-
gunas personas es demasiado lenta 
y para otras es demasiado rápida.

El dilema de los tiempos de  la muerte asistida
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Antonio Buenavida.

cialmente en circunstancias como 
las mías, que ya no se puede hacer 
nada, que soy una especie de cadá-
ver andante, que para mi vivir es una 
condena». En su caso, su insistencia, 
junto al apoyo de su familia y de 
DMD, ayudaron a que los plazos no 
se agotasen a cada paso. Murió por 
eutanasia, acompañada de sus seres 
queridos, en agosto de 2022.

«Los plazos de la ley son máxi-
mos y están para proteger a la ciu-
dadanía», explica Soco Lizárraga, 
médica, formadora de sanitarios 

Unos días antes de morir, el 
sevillano habló de su petición de 
eutanasia con RNE, que preparaba 
un reportaje sobre el primer año de 
la ley. Se lamentaba de lo largo y 
complejo del proceso, que calificó 
de «engorroso». Se quería morir, no 
había dudas de su sufrimiento, ni de 
que le quedaba poco. ¿Por qué ha-
cía falta esperar tanto?

«No lo puedo entender»

Algo parecido planteaba Teresa Tu-
ñón, asturiana de 88 años y enfer-
ma terminal de cáncer, mientras se 
tramitaba su eutanasia. «Tanto do-
lor inútil no se puede entender», 
explicaba. «Tengo 88 años y estoy 
sufriendo. No tiene sentido que la 
burocracia sea tan excesiva y los pla-
zos tan largos cuando una persona 
manifiesta su deseo de morir, espe-

«Los plazos de la ley 
son máximos y 

están para proteger a 
la ciudadanía»
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L a noticia de que el Tribunal Constitucional 
(TC) está a favor de la LORE –ley reguladora 
de la eutanasia– y desecha el recurso de Vox 

da un respiro: el tribunal da garantías de su consti-
tucionalidad y, así, la eutanasia ha entrado en la carta 
de nuestros derechos ciudadanos. Pero, además, es-
timo que hay que dar la bienvenida a la sentencia 
pues su discurso mejora el de la LORE y supone un 
enriquecimiento ético y jurídico de la comprensión 
institucional de la eutanasia. Me atrevo a decir que, 
con la sentencia, el hecho eutanásico ha crecido en 
dignidad y valor constitucional. 

La sentencia afirma con radicalidad que «la 
Constitución (CE) ofrece cobertura a este derecho 
subjetivo –en forma de derecho de autodetermina-
ción de la persona para que pueda decidir el modo 
y el momento de su muerte– en los art. 15 (dere-
cho fundamental de integridad física y moral) y 10.1 
(principios de dignidad humana y libre desarrollo de 
la personalidad)». Ante esta lectura, es hora de re-
cordar que en 1993 –en vísperas de la reforma del 
Código Penal (CP) de 1995– los magistrados y juris-
tas que componían el Grupo de Estudios de Política 
Criminal (GEPC) presentó una Propuesta alterna-
tiva al tratamiento jurídico del CP. Para el GEPC, 
«una interpretación del art. 15 CE a la luz del libre 
desarrollo de la personalidad (art. 10 CE) obliga a 

considerar que la vida impuesta contra la voluntad 
de su titular no puede merecer en todo caso el califi-
cativo de bien jurídico protegido. En otros términos: 
la vida es un derecho, no un deber». 

Siempre me llamó la atención que la LORE, ni 
siquiera en la Exposición de motivos, echara mano 
del antiguo razonamiento del GEPC. La LORE si-
gue el discurso del CP y suaviza su negatividad con 
dos situaciones de excepción. Sin embargo, ahora, la 
sentencia del TC discurre por el mismo camino que 
inició el GEPC en 1993. Han tenido que pasar 30 
años para que el TC enmiende la plana jurídica oficial 
y reconozca la dignidad del sujeto eutanásico. En la 
LORE, la figura principal es el médico, quien provoca 
la muerte y cuyo criterio e informe dará pie al sen-
timiento de compasión que justifica la ayuda a mo-
rir. El TC, por el contrario, mira al sujeto eutanásico, 
delinea su perfil constitucional. No solo reconoce la 
capacidad de autodeterminación personal en el morir, 
sino también habla de la tensa situación existencial 
del enfermo ante la muerte. Si la LORE se queda 
asentada en el sufrimiento y la compasión (siguiendo 
el discurso del CP), el TC se funda en la autonomía, 
en el respeto a la dignidad del ciudadano, y en que la 
muerte no es un accidente, entra en el desarrollo de 
su personalidad. La eutanasia, como ayuda a morir es, 
pues, un derecho prestacional del ciudadano, lo mis-
mo que el derecho prestacional que el enfermo tiene 
a ser atendido por el sistema nacional de salud.

En una palabra y a mi entender, la sentencia es 
un paso adelante que hace pensar que tiene que ha-
ber una evolución segura hacia una libertad en el 
morir no justificada por diversas circunstancias pa-
tológicas, sino en la libre y constitucional autodeter-
minación del ciudadano. n

CON LA SENTENCIA DEL TC EL 
HECHO EUTANÁSICO CRECE EN DIGNIDAD 
Y VALOR CONSTITUCIONAL 
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ESTACIÓN TERMINAL

que ha desistido de su deseo de 
morir. De querer la eutanasia más 
adelante, se deduce, debe repetir la 
tramitación. Algunas comunidades 
lo han ampliado a seis meses.

Por definición, una persona con 
una eutanasia autorizada tiene que 
padecer una enfermedad grave e 
incurable o una patología grave, 
crónica e imposibilitante. Si cumple 
los criterios ahora, también los va 
a cumplir en el futuro. El entuerto, 
al parecer, viene de que el informe 
favorable de una CGE se considera 
un acto administrativo y, por serlo, 
tiene fecha de caducidad. Además, 
algunos profesionales sanitarios 
consideran que la eutanasia solo 
debe solicitarse cuando la persona 

continuar en la inconsciencia o el 
dolor».

La LORE recoge que, en caso 
de riesgo inminente de pérdida de 
la capacidad para decidir, se puede 
abreviar el plazo de dos semanas en-
tre la primera y la segunda solicitud. 
Pero incluso cuando se respeta este 
requisito, afirma Lizárraga, «es posi-
ble hacerlo en menos de 30 días si 
quienes están a cargo se dan prisa». 
Si se planifica el proceso, se cele-
bran las entrevistas lo antes posible, 
se elaboran los informes con agili-
dad y se pide diligencia a la CGE, es 
factible concluir una muerte asisti-
da en algo más de 20 días.

Aplazamientos

A veces, sin embargo, el problema 
con los tiempos es el contrario: 
cuando la persona con una euta-
nasia autorizada no quiere morir 
inmediatamente. Aunque es posible 
aplazar la prestación, no está claro 
por cuánto tiempo. El Manual de 
buenas prácticas del Ministerio de 
Sanidad propone «uno o dos meses» 
y, si se supera este plazo considerar 

tiene la determinación de morir in-
mediatamente. No aclaran, sin em-
bargo, qué problemas se resuelven 
con esta restricción.

Tener la eutanasia concedida de 
forma preventiva puede ser fuente 
de tranquilidad para quien sabe qué 
final de la vida le espera. La atleta 
paralímpica belga Marieke Vervoort 
solicitó su eutanasia en 2008. Se le 
concedió, pero no recurrió a ella 
hasta 2019, después de ganar meda-
llas de oro y plata en los Juegos Pa-
ralímpicos de Londres (2012) y Río 
de Janeiro (2016), respectivamente. 
«Da tranquilidad; sé que tengo la 
eutanasia disponible cuando no 
pueda más», afirmó. n

El cáncer está detrás de la mayoría de casos en los que los trámites de la eutanasia 

se hacen demasiado largos. A menudo, porque se proponen tratamientos –o la parti-

cipación en ensayos clínicos– de eficacia incierta, pero que ofrecen esperanza prácti-

camente hasta el final. No es raro que a una persona se la desahucie cuando apenas 

le quedan tres o cuatro semanas. Si se posterga la petición hasta ese momento, a 

menudo ya no es posible completarla. En 2021, en 32 casos (un 18% de las 173 peti-

ciones registradas) la persona falleció antes de completar su solicitud de eutanasia. n

TRATAMIENTOS SIN FIN

Teresa Tuñon con su hija.

En el artículo Desigualdades 
en el acceso a la eutanasia del 
nº 88 publicamos un gráfico 
incompleto e incorrecto, en el 
que faltaban tres filas y algunas 
calificaciones no eran correctas. 
Aunque los errores gráficos 
no alteran las conclusiones 
del artículo, publicaremos una 
edición actualizada de la revista, 
con los defectos subsanados, en 
nuestra página web. 
Lamentamos el error.
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